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Número UEC/DJEC/M/0211/2016 
Palacio Legislativo, a 28 de octubre de 2016 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 2016. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 
20161, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la Unidad de 
Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL HECHO DE QUE LA 
AUTORIDAD SANCIONADORA NO DICTE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE DENTRO DEL PLAZO DE 
CUARENTA Y CINCO DÍAS O DE SU EVENTUAL AMPLIACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ACTUALIZA LA FIGURA DE LA CADUCIDAD (ABANDONO DEL CRITERIO 
SOSTENIDO EN LA TESIS AISLADA 1a. CLXXXVI/2007). 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LAS TESIS AISLADAS 1a. LXIII/2009 
Y 1a. LXV/2009). 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ES POTESTATIVA. 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA HIPÓTESIS DE INFRACCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA SE ACTUALIZA, AUN CUANDO 
LAS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES DE AQUÉLLOS NO ESTÉN DETALLADAS EN ALGÚN ORDENAMIENTO 
DE CARÁCTER GENERAL. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

No se ubicaron publicaciones en esta materia 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 
 
 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 7, 14, 21 y 28 de octubre de 2016. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012813  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de octubre de 2016 10:24 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CCXL/2016 (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL HECHO DE QUE LA AUTORIDAD SANCIONADORA NO DICTE LA 
RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE DENTRO DEL PLAZO DE CUARENTA Y 
CINCO DÍAS O DE SU EVENTUAL AMPLIACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ACTUALIZA LA FIGURA 
DE LA CADUCIDAD (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS 
AISLADA 1a. CLXXXVI/2007). 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
265/2007, del que derivó la tesis aislada 1a. CLXXXVI/2007, determinó que el artículo 21, fracción 
III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que prevé que 
una vez desahogadas las pruebas admitidas, las autoridades administrativas competentes 
resolverán dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes sobre la inexistencia de 
responsabilidad o impondrán al infractor las sanciones administrativas correspondientes, no viola 
las garantías de seguridad jurídica y legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la facultad sancionadora de la autoridad 
competente no caduca una vez transcurrido el plazo mencionado, pues para ello es necesario que 
dicho supuesto se hubiere previsto en la ley. Sin embargo, una nueva reflexión conlleva a apartarse 
del criterio de referencia, pues del análisis sistemático de los artículos 21, fracción III, 34 y 47 de la 
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como 373, 375 y 
378 del Código Federal de Procedimientos Civiles, este último de aplicación supletoria a la primera, 
debe establecerse que el hecho de que la autoridad sancionadora dentro del procedimiento 
administrativo de responsabilidad no dicte resolución dentro del plazo de cuarenta y cinco días, 
contado a partir del desahogo de las pruebas que hubieren sido admitidas, o de su eventual 
ampliación hasta por un plazo igual, sí actualiza la figura de la caducidad del procedimiento y no la 
de prescripción. Lo anterior, porque esta última opera para el ejercicio de las acciones procesales 
previstas en el ordenamiento relativo, pero no para los casos en los que, iniciado el procedimiento, 
la autoridad sancionadora no emita su resolución dentro del plazo señalado o su eventual 
ampliación, lo que envuelve la inactividad procesal de la autoridad sancionadora que inició el 
procedimiento de responsabilidad administrativa unilateralmente y que es a quien la ley impone la 
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obligación de emitir su resolución dentro de los plazos fijados para ello. Consecuentemente, si la 
autoridad administrativa sancionadora no emite su resolución dentro del plazo previsto en el 
artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores 
Públicos, contado a partir del desahogo de las pruebas que hubieren sido admitidas, se actualiza la 
figura de la caducidad, la cual operará de pleno derecho por el simple transcurso del tiempo 
(cuarenta y cinco días o su eventual ampliación) y sin necesidad de declaración, teniendo como 
efecto que se anulen todos los actos procesales verificados y sus consecuencias, y que en cualquier 
procedimiento futuro no sea posible invocar lo actuado en el proceso caduco. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6047/2015. Jesús Andrés Castañeda Martínez. 11 de mayo de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
Nota: Esta tesis abandona el criterio sostenido por la propia Sala, en la diversa 1a. CLXXXVI/2007, 
de rubro: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 
21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉ EL PROCEDIMIENTO PARA LA 
IMPOSICIÓN DE LAS SANCIONES CORRESPONDIENTES, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE SEGURIDAD 
JURÍDICA Y LEGALIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXVI, septiembre de 2007, página 417. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012812  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de octubre de 2016 10:24 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXIX/2016 (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LAS 
TESIS AISLADAS 1a. LXIII/2009 Y 1a. LXV/2009). 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
304/2008, del que derivaron, entre otras, las tesis aisladas 1a. LXIII/2009 y 1a. LXV/2009, estableció 
que el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos, al prever un plazo de cuarenta y cinco días hábiles para que la autoridad dicte 
la resolución en el procedimiento de responsabilidad administrativa, sin establecer una 
consecuencia si lo hace fuera de ese plazo, no transgrede el principio de tutela jurisdiccional efectiva 
contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez 
que si bien es cierto que en éste se establece la exigencia de que la administración de justicia se 
imparta de manera pronta, completa e imparcial, también lo es que el legislador cumplió con el 
imperativo de fijar un plazo razonable para la conclusión del procedimiento señalado; asimismo, 
estableció que dicho numeral no transgrede el derecho de seguridad jurídica previsto en el artículo 
16 constitucional, por el hecho de no fijar consecuencia o sanción alguna pues, por razones de 
seguridad jurídica y conforme a la materia de esos procedimientos que son de pronunciamiento 
forzoso, deben resolverse con la emisión de la resolución que les ponga fin. Sin embargo, una nueva 
reflexión lleva a apartarse de los criterios de referencia, pues de la interrelación de los principios de 
seguridad jurídica y tutela jurisdiccional efectiva, reconocidos por los artículos 14, 16 y 17 de la 
Constitución Federal, debe establecerse que en los procedimientos administrativos seguidos en 
forma de juicio, como lo es el de responsabilidad de los servidores públicos, la autoridad que actúa 
con imperio de jurisdicción tiene la obligación de observar en todo momento dichos principios. En 
ese tenor, lo que se busca es que las instancias de justicia, cualquiera que sea su naturaleza, 
constituyan un mecanismo eficaz y confiable para las personas sometidas a procedimiento, para lo 
cual es necesario que éste se efectúe, entre otros aspectos, dentro de los plazos que señalen las 
leyes relativas y que, por ende, las autoridades que llevan a cabo las actuaciones procesales deben 
observar. De ahí que el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades 
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Administrativas de los Servidores Públicos, al no establecer una consecuencia para los casos en los 
que la autoridad sancionadora no dicte la resolución correspondiente dentro de los plazos ahí 
señalados, transgrede los principios constitucionales referidos en perjuicio del servidor público 
sometido al procedimiento, en tanto que permite la actuación arbitraria de la autoridad al otorgarle 
la posibilidad de emitir su determinación en cualquier momento, fuera del término que marca la ley 
relativa. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6047/2015. Jesús Andrés Castañeda Martínez. 11 de mayo de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
Nota: Esta tesis abandona los criterios sostenidos por la propia Sala, en las diversas tesis aisladas 1a. 
LXIII/2009 y 1a. LXV/2009, de rubros: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO TRANSGREDE LA 
GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL." y "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
TRANSGREDE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, páginas 593 y 594, 
respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
INICIO 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012907  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de octubre de 2016 10:31 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.136 A (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
LA FACULTAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ES POTESTATIVA. 
 
La norma citada establece la posibilidad (bajo el empleo del vocablo "podrá") de que las autoridades 
facultadas para instruir los procedimientos disciplinarios e imponer sanciones se abstengan de 
hacerlo, siempre y cuando se surtan las condicionantes que prevé. En tal sentido, se debe precisar 
que el uso del término "podrá" denota la potestad que el legislador otorgó a dichas autoridades 
para que, de acuerdo a su libertad de apreciación y de surtirse los requisitos que la propia norma 
prevé, actúen o se abstengan de obrar en el sentido mencionado; de ahí que, a través de la norma 
en examen, si bien el legislador condicionó el ejercicio de esa facultad al cumplimiento de 
determinados presupuestos, ello no implica que en todos aquellos casos en que se colmen la 
autoridad, forzosamente, deba otorgar ese beneficio al servidor público involucrado, lo que de 
ninguna manera se traduce en que la decisión de ejercer o no tal prerrogativa se sujete únicamente 
al arbitrio o capricho de la autoridad, toda vez que, de acuerdo con la garantía de legalidad 
contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 
autoridades sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos determinados 
por ésta, por lo que sus actos estarán siempre acotados por los lineamientos que la ley establece y 
sujetos a los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 130/2016. 
Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública. 28 de abril de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Esmeralda Gómez Aguilar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
INICIO  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

7 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, nivel 2; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2012785  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de octubre de 2016 10:17 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XVI.1o.A.108 A (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
LA HIPÓTESIS DE INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8, FRACCIÓN I, 
DE LA LEY FEDERAL RELATIVA SE ACTUALIZA, AUN CUANDO LAS 
ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES DE AQUÉLLOS NO ESTÉN DETALLADAS EN 
ALGÚN ORDENAMIENTO DE CARÁCTER GENERAL. 
 
De acuerdo con el artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el procedimiento de responsabilidad administrativa tiene como objetivo preservar el 
correcto y eficiente servicio público, pues a través de aquél se sancionan los actos u omisiones de 
los servidores públicos que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Por su parte, el artículo 8, 
fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos prevé, 
entre otras hipótesis de infracción, la relativa a que el servidor público, con su acción u omisión, 
cause la suspensión o deficiencia del servicio público en perjuicio de la colectividad. En estas 
condiciones, si bien el derecho administrativo sancionador, por su similitud con el derecho penal, 
se rige por los principios de exacta aplicación de la ley, reserva de ley y tipicidad, de modo que si 
cierta disposición administrativa prevé una conducta que, realizada por el afectado, conlleve 
responsabilidad administrativa, dicho actuar debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa 
previamente fijada, ello no implica que la inexistencia de una disposición normativa o catálogo que 
especifique cuáles son todas las funciones de un servidor público y en qué casos de no cumplirlas se 
incurre en responsabilidad administrativa acarrea, por sí misma, que dicha responsabilidad no se 
actualice, en virtud de que el servicio público está rodeado de un cúmulo de obligaciones o 
atribuciones que no están detalladas en forma de catálogo en alguna ley, reglamento, decreto, 
circular o norma de carácter general sino dispersas en diversos ordenamientos legales que rigen el 
actuar de la autoridad, además de que hay casos en que dichas atribuciones y obligaciones no 
necesitan especificarse detalladamente en normas generales, cuando son consecuencia legal y 
necesaria de la función que realizan. En conclusión, para fincar responsabilidad administrativa con 
fundamento en la hipótesis aludida, basta que la conducta del servidor tenga relación con el 
desempeño de su empleo, cargo o comisión, con independencia de que no se detalle en algún 
ordenamiento de carácter general y que, con ella, el servicio público correspondiente, en sentido 
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amplio, dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aun prestándose, la 
colectividad resintió algún perjuicio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 32/2013. Humberto Daniel Baleón Ramírez. 20 de marzo de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: Ramiro Rodríguez Pérez. Secretario: Ramón Lozano Bernal. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 27/2016. 
Coordinador Jurídico Contencioso en ausencia del titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica del titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control de Telecomunicaciones de México. 28 de abril de 
2016. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Pedro Hermida 
Pérez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
INICIO 


